Boletín 574-01
INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.910, Orgánica del Instituto de Desarrollo Agropecuario.
Honorable Senado:

Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, el que ha sido calificado de "simple urgencia".

A las sesiones en que la Comisión estudió la iniciativa legal, concurrieron, especialmente invitados, el señor Ministro de Agricultura, don Juan Agustín Figueroa; el señor Subsecretario de esa cartera, don Maximiliano Cox; los señores asesores jurídicos de ese Ministerio, don Francisco Zúñiga y don Sebastián Hamel; el señor Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario, don Hugo Ortega; el señor Secretario General de la Sociedad Nacional de Agricultura, don Raúl García; el señor Presidente provincial de la Asociación de Mapuches de la provincia de Malleco, don Juan Millanao Rucal y los dirigentes mapuches de dicha provincia, don Manuel Antileo Liempi y don Manuel Antonio Antileo Huenchileo.

ANTECEDENTES GENERALES

Para un adecuado conocimiento de la iniciativa legal, la Comisión tuvo presente las siguientes disposiciones legales: 

1.- El artículo 62, N° 2, de la Constitución Política de la República, que enumera entre las materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, la determinación de las funciones y atribuciones de los servicios públicos.

2.- La Ley N° 18.910, que en su ARTICULO PRIMERO sustituye la Ley Orgánica del Instituto de Desarrollo Agropecuario, contenida en el decreto con fuerza de ley, RRA. 12, de 1963, del Ministerio de Hacienda, cuyo texto coordinado y sistematizado fue fijado por decreto supremo 43, de 1968, del Ministerio de Agricultura y sus modificaciones posteriores.

De ella se destacan las siguientes disposiciones: 

- El articulo 1° prescribe que el Instituto de Desarrollo Agropecuario, INDAP, es un servicio funcionalmente descentralizado, de duración indefinida, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena capacidad para adquirir, ejercer derechos y contraer obligaciones, el que estará sometido a la supervigilancia de S.E. el Presidente de la República, a través del Ministerio de Agricultura.

El artículo 2°, se refiere a los objetivos del Instituto, establece que ellos serán la promoción del "desarrollo económico y tecnológico de los pequeños productores agrícolas, contribuyendo a elevar su capacidad empresarial, optimizar el uso de los recursos productivos y su integración al proceso de desarrollo rural"; 

- El artículo 3° estatuye las funciones que desarrolla el Instituto para el cumplimiento de los objetivos señalados anteriormente;

- El artículo 5° determina las funciones y atribuciones del Director Nacional de Indap;

- El artículo 8° dice relación con la forma de reajustabilidad de los créditos otorgados por Indap; 

- El artículo 10 se refiere al mérito ejecutivo de las liquidaciones practicadas por el Director Nacional, respecto de los créditos que se hayan hecho exigibles, y 

- El artículo 13 contiene a las definiciones de pequeño productor agrícola y hectárea de riego básico, para los efectos del accionar del Instituto.

3.- La Ley N° 17.729, publicada el 26 de septiembre de 1972, que establece normas sobre indígenas y tierras de indígenas, y transforma la Dirección de Asuntos Indígenas en el Instituto de Desarrollo Indígena.

4.- La ley N° 18.010, publicada el 27 de junio de 1981, que establece normas para las operaciones de crédito y otras obligaciones de dinero que indica.
- - - -


La Comisión, al iniciar el estudio de la iniciativa legal, escuchó al señor Subsecretario de Agricultura, don Maximiliano Cox, sobre el contexto general en que se inserta el proyecto.

Al respecto, el señor Subsecretario expresó que esta iniciativa legal se inscribe dentro de una política de estado hacia el sector rural. Dicho marco, señaló, es esencial para darle las bases de un desarrollo sustentable a la actividad agropecuaria del país, tanto en términos ecológicos como sociales. Es importante recordar, acotó, que el desarrollo, en los sectores rurales, requiere de una homogeneidad en la distribución de sus beneficios.

Indicó que la pequeña agricultura está compuesta por 250.000 pequeños productores a lo largo de todo el país, lo que representa sobre un millón de personas, que ocupan un 30% del territorio agrícola nacional, con un aporte del 25% a la producción. En este sentido manifestó su preocupación por cuanto desde hace diez o quince años este sector aportaba más del 30% a la producción.  Es decir, durante el período de mayor crecimiento y dinamismo que tuvo el sector agrícola, participó escasamente de ese desarrollo.

Este sector tiene una presencia muy importante en algunos rubros esenciales para la dieta nacional, por ejemplo, en el trigo su nivel de participación está por encima del 35%; en las leguminosas, que es la base del consumo popular, su participación llega sobre un 70%, y en la leche y carne su nivel promedio es bastante superior que el 25% señalado precedentemente.

Además de este sector de pequeños agricultores que se quiere apoyar e insertar en la modernidad de esta área, existe un gran número de personas de escasos recursos rurales, de los cuales la gran mayoría no posee tierras (alrededor de 2 millones de personas), donde el 55% de estos últimos corresponde a un sector de extrema pobreza, con el agravante que ello implica no sólo desde el punto de vista de aflicción personal, sino que se aprecia un efecto externo de importancia nacional, referente a la condición de extrema precariedad en que se encuentran.  Esto obliga a muchos de ellos a una sobreexplotación de los recursos naturales que tienen a su disposición provocando, por tanto, una fuerte erosión del medio ambiente.

Además, esta condición de subdesarrollo constituye una de las fuentes de migración del campo a la ciudad y, en consecuencia, de uno de los principales problemas que afectan a los centros urbanos, como son la drogadicción, el hacinamiento y la marginalidad. 

El Gobierno, apuntó, a través de esta iniciativa, intenta detener este proceso, por medio de la provisión de instrumentos que permitan el autodesarrollo de estos sectores. 

En este contexto se insertan los programas de ampliación crediticia, de asesoría tecnológica, de apoyo en capacitación de gestión y comercialización -que es la forma como el productor puede insertarse en los mercados nacionales y extranjeros- y de forestación, que permitan a la población rural permanecer en los centros rurales y poder así abastecerse de lo que ellos produzcan.

Este apoyo, que debe ser integral, tiene como principal instrumento para su aplicación al Instituto de Desarrollo Agropecuario, lo que no significa que él tenga que asumir la realización de todas estas labores.

La actual ley del Instituto, precisó, sólo permite la asesoría al pequeño productor agrícola en los aspectos tecnológicos y financieros, impidiendo que ésta se brinde al rural de escasos recursos en forma integral. La propuesta, en consecuencia, concluyó, sólo reestablece en parte las prerrogativas que este Servicio tenía antes de Febrero de 1990, y sólo en aquellas materias que son consideradas esenciales para poder entregar la atención integral necesaria a los sectores de la pequeña agricultura familiar y de pobreza rural. Ese es el marco en el cual se inscribe esta iniciativa.
- - - 


Con el fin de obtener un acabado conocimiento de las labores que desarrolla el Instituto, la Comisión escuchó los planteamientos de diversos sectores que se relacionan con éste.

Primeramente, el Presidente Provincial de la Asociación de Mapuches de Malleco, don Juan Millano Rucal, señaló que el problema más importante con que se encuentran es la falta de capacitación de dirigentes que den a conocer los proyectos iniciados por el Instituto. Es probable, destacó, que no exista conocimiento de las labores que desarrolla este Servicio, por cuanto la transferencia tecnológica no ha sido óptima, siendo necesaria una fiscalización al respecto. Para ello deberán existir supervisores en terreno, ya que el número de productores que reciben atención del Instituto es mínimo.

Señaló, por último que se requiere una labor directa del Instituto de Desarrollo Agropecuario que analice la realidad campesina en el terreno mismo, lo que permitirá a un mayor desarrollo para el sector rural y para el pueblo mapuche.

Al respecto don Manuel Antileo Huenchileo, indicó que este Instituto deberla funcionar como lo hacia antiguamente, donde existían los medios para que los funcionarios salieran a terreno para poder así capacitar a las personas, porque el gran problema que tiene su pueblo es que no aprovecha, en su totalidad, todos los beneficios que le otorga la tierra por falta de conocimiento de cómo explotarla, para lo cual Indap debe desarrollar una gran labor.

Ante diversas consultas de los HH. señores Senadores miembros de la Comisión sobre las necesidades que les afectan señalaron que la mayor prioridad sería que se les diera asesoría técnica para poder así desarrollarse mediante agrupaciones o bien, formando cooperativas.

En cuanto al porcentaje de analfabetización, indicaron que tienen un promedio de un 16.2% en la provincia de Malleco, alcanzando en las comunidades mapuches a un 30%.

Respecto a salud, tienen una gran escasez de profesionales y servicios que presten atención en esta materia, de hecho en la Comuna de Los Sauces no hay postas.

En cuanto a la educación, los niños la tienen asegurada hasta 5° básico, pero no existen escuelas de concentración con internados, donde se les permita a los alumnos continuar con sus estudios una vez finalizada la enseñanza básica, a fin de acceder a algún tipo de estudio técnico o superior.

Asimismo, en lo que dice relación con las viviendas, están muy postergados, lo que conlleva al atraso de los elementos esenciales, como por ejemplo, la electricidad, ya que no se puede conectar ésta a las rucas.

Por su parte don Manuel Antileo Liempi, indicó que le asiste la duda en cuanto a si el Instituto será una entidad como la que existía en el pasado, en la cual la mayor parte de sus funciones las realizaba en el terreno mismo, contando con bodegas en las que se almacenaban diversos insumes que se repartían a las propias familias de la zona; o bien, si se trabajará solamente en el tema de la transferencia tecnológica.

Finalmente, el Presidente de la Asociación Mapuche de Los Sauces, don Manuel Antonio Huenchileo, expresó a la Comisión que el gran problema que afectaba a su sector, alrededor de 200 familias agrupadas en diez comunidades, consiste en que no cuentan con un poder comprador que les adquiera el producto de sus cosechas, las que se pierden sin poder comercializarlas, o su venta se hace en un precio irrisorio.

Finalmente concluyeron los dirigentes, que la mayor preocupación de su pueblo es que los beneficios otorgados por el Instituto de Desarrollo Agropecuario sean realizados en forma directa por éste y no por las empresas tecnológicas.

La Comisión también conoció la opinión de la Sociedad Nacional de Agricultura respecto de la iniciativa en estudio.

En este sentido, el señor Secretario General de dicho Organismo, don Raúl García, expresó que valoran en toda su magnitud la labor realizada por el Instituto de Desarrollo Agropecuario en el ámbito del asesoramiento técnico, económico y financiero de los pequeños propietarios agrícolas.

Señaló que el desarrollo rural, como organización gremial del sector agrícola, tiene una especial relevancia y dimensión. Indicó que la Sociedad Nacional de Agricultura se ha preocupado especialmente de ello, mediante la realización de investigaciones, pudiendo concluir que el tema del desarrollo rural es un desafío importante que aún se encuentra pendiente en el país y que desde hace años se ha venido implementando por una senda de sostenido crecimiento.

A partir de estas dos premisas, a saber, reconocimiento de la labor efectuada por Instituto de Desarrollo Agropecuario y una cabal apreciación de la magnitud del desarrollo rural, la Sociedad Nacional de Agricultura manifestó sus reservas sobre este proyecto de ley. Connota que a partir del objetivo fundamental que tiene esta iniciativa, cual es, hacer más extensiva las áreas de competencia de este Servicio, tanto, desde un punto funcional como de la cobertura que brinda, se puede advertir que los propósitos fundamentales son dos: el primero consiste en incorporar al ámbito de la competencia del Instituto el tema del desarrollo rural y el segundo, ampliar la cobertura de los beneficios del Instituto de Desarrollo Agropecuario, a lo que el proyecto define como campesino, con lo que se va más allá de la conceptualización de pequeño propietario, que es lo que hoy día configura el gran universo de acción del Instituto.

Añadió, que la aprensión  se basa en que se tienen fundados temores de que se esté en presencia de dos situaciones que se quiere evitar, por una parte, que se trate de simplificar el tema del desarrollo rural, y por otra, que se pongan en riesgo las bondades del actual ámbito de acción del Instituto. Ya que al entregar a un organismo como lo es el Instituto de Desarrollo Agropecuario las tareas del desarrollo rural, significa que o se está minimizando la envergadura del desarrollo rural, o bien, sobredimensionando en forma desmesurada la capacidad de acción de este Organismo.

En cuanto al desafío del desarrollo rural, expresó que éste no es ni se agota en el ámbito meramente agrícola, también implica abarcar todas las variadas manifestaciones de la vida rural, en términos de comunicación, transporte, infraestructura, servicios básicos, salud y otros, estimando, por tal motivo, que un organismo como el Instituto de Desarrollo Agropecuario, sin desmerecer su importante labor, no está en condiciones de poder satisfacerlas a cabalidad. De tal forma, que el proyecto visualiza un enfoque equivocado y a través de él se puede llegar a una conclusión negativa.

Asimismo, manifestó, que existe la posibilidad cierta de que la actual competencia del Instituto de Desarrollo Agropecuario se vea disminuida, lo que es de mucha gravedad toda vez que existe un gran número de pequeños propietarios agrícolas para los cuales resulta de gran importancia este Instituto, y en el cual cifran sus expectativas de crecimiento y desarrollo, estando conscientes que no tienen un futuro próspero si no es precisamente con el apoyo de este Servicio. Agregó que aprobar una iniciativa que en alguna medida pueda menoscabar la capacidad de acción de este Organismo, respecto del gran universo que se contempla, es muy delicado y más aún teniendo en consideración el complejo período por el que atraviesa la agricultura a lo largo de todo el territorio nacional.

El tema del desarrollo rural, concluyó, es un aspecto al cual se le debe dar más importancia. Llamó la atención de la Comisión que la Sociedad Nacional de Agricultura, a través de los estudios efectuados, tiene clara conciencia que en el medio rural hay un sector de gran pobreza, situación que realmente no admite una mayor dilación. Observándose en el año 1992 un evidente perjuicio para el habitante rural en comparación con el urbano, lo cual significa que todas las dificultades que enfrenta el primero de éstos son mayores. Este desarrollo, añadió, debe comprometer el esfuerzo multisectorial, tanto en el área privada como en el sector público, ya que la mancomunidad de estos esfuerzos seria lo único que en definitiva permitiría al país superar el tema del desarrollo rural incipiente, a fin de mejorar, efectivamente, el medio de vida del habitante rural. Lo anterior implica mayor inversión en comunicaciones, salud, educación y caminos.

Finalmente, indicó que la Sociedad Nacional de Agricultura, sin perjuicio de dar su decidido apoyo a cualquier iniciativa que signifique un efectivo y real desarrollo rural, estima que la opción que elige el proyecto no es la adecuada, ya que al encomendar al Instituto de Desarrollo Agropecuario una tarea global de tal magnitud puede, en definitiva, desvirtuar el asesoramiento técnico y financiero que brinda al pequeño productor para desarrollar sus labores, siendo ésta su razón de ser. En definitiva, agregó que la iniciativa en estudio no representa ventajas reales, pudiendo incluso significar graves perjuicios para el desarrollo de las labores que hoy día efectúa.

Frente a estos planteamientos, los HH. señores Senadores miembros de la Comisión hicieron diversas reflexiones:

El H. Senador señor Díaz manifestó que las necesidades que tiene la población para poder salir del subdesarrollo y por ende de la pobreza, son esencialmente la salud y educación, ya que con ello van a ser capaces de organizarse. Señaló que es tarea del gobierno concurrir a que las condiciones de vida de cada uno de ellos haga posible su capacidad productiva.

Estuvo de acuerdo con los objetivos que pretende el Instituto de Desarrollo Agropecuario, que tiende a ayudar al productor y a la mujer campesina, incorporándola en forma importante a sus beneficios, en fin, a la parte comercializadora, todo ello con miras a proteger a la familia, en su conjunto.

Al respecto, el H. Senador señor Jarpa, indicó que se confunde el papel del Estado con las funciones de este Instituto. Al efecto, señaló, que Indap es un organismo especializado en promover el desarrollo agropecuario, orientado a los pequeños agricultores. Agregó que, sin perjuicio de lo anterior, el Estado debe preocuparse, a través de sus organismos, de que existan las condiciones necesarias que permitan el logro de estos objetivos en un contexto amplio, labor que corresponde al gobierno en general.

Sobre el particular, el H. Senador señor Larre manifestó que esta materia es de gran importancia, ya que afecta a una parte relevante de la población.

En cuanto a las inquietudes expresadas por los dirigentes mapuches, en cuanto a cómo opera la transferencia tecnológica del Instituto de Desarrollo Agropecuario, señaló que este Instituto tiene dos grandes parámetros, a saber: la transferencia tecnológica y el apoyo crediticio.

En cuanto a la transferencia tecnológica, indicó que ésta ha llegado a los productores a través de profesionales que han creado sus pequeñas empresas y que están atendiendo núcleos, de acuerdo a las necesidades que en cada área exista. Manifiesta su preocupación a lo señalado por los dirigentes en el sentido que pretenden volver a lo que fue tradicional, es decir, al funcionario público del Servicio, que concurría a terreno, y no a los profesionales capacitados en transferencia tecnológicas que, en general, son médicos veterinarios, ingenieros forestales etc., que están prestando apoyo como organismo intermedio, lo cual evita diversos inconvenientes.

Por otra parte, en cuanto al sistema financiero de este Instituto, agregó, que en los últimos años ha tenido gran éxito, lo que puede apreciarse en la recuperación del crédito, que en estos momentos es muy elevado, en comparación con otros períodos.

Por su parte, el H. Senador señor Navarrete señaló que una de las funciones de este organismo es la regularización de la propiedad indígena. Sobre el particular, y ante una consulta formulada por Su Señoría, respecto a la experiencia que han tenido en esta materia estos indígenas señalaron que durante el año en curso el Instituto ha incrementado la asesoría y asistencia que les otorga para solucionar los problemas que sobre el particular los afligen. Respecto a los Convenios con el Fondo de Desarrollo e Inversión Social (Fosis-Indap), indicaron que, básicamente, en cuanto a lo que se refiere a proyectos de riego, éstos se han desarrollado en forma muy lenta lo que implica una variación en su costo, dado que su precio respecto al momento en que debe efectuarse el proyecto, es diferente al que se tuvo en consideración para ser aprobado.

Por último, el H. Senador señor Navarrete manifestó su inquietud referente al desarrollo que ha tenido la actividad forestal, si ella ha influido en la actividad agrícola que ellos desarrollan. Al respecto indicaron que tanto el pequeño productor como las comunidades agrícolas han sufrido un serio deterioro en la red vial correspondiente, que afecta seriamente el desenvolvimiento de la agricultura propiamente tal.

El H. Senador señor Sinclair indicó que ha sido esclarecedor la visión que se ha entregado a la Comisión por parte de los dirigentes mapuches, lo que le permite tener una compresión amplia de la realidad que tienen estas comunidades a lo largo de todo el país.

Sobre el particular, señaló que a su juicio este Servicio tiene una tarea específica que debe focalizar, cual es el apoyo técnico agrícola. Y por tanto, son otras las tareas que deben estar en un plan general a nivel de Gobierno rural multisectorial, cuya finalidad sea solucionar todas las demás carencias de vida que han sido mencionadas anteriormente.

Concluyó que los gobiernos regionales deben llevar a cabo planes específicos en apoyo de estas comunidades y el papel que le corresponde como legislador debe apuntar a que este proyecto no se sobredimensione el papel de Indap, sino que enriquecerlo y evaluarlo hasta lograr el más eficiente apoyo técnico agrícola, sin perjuicio de las demás prioridades que van a ser resueltas por las autoridades respectivas.
 - - - 


El Mensaje con que S.E. el Presidente de la República da inicio a este proyecto de ley destaca que él se enmarca dentro del programa de reducción de la pobreza rural, que alcanza hoy en Chile a alrededor de 150 mil familias de minifundistas y 400 mil trabajadores temporales.

A continuación señala que el propósito fundamental de la iniciativa es habilitar al Instituto para que su accionar no sólo se radique en el ámbito del desarrollo económico y tecnológico de los pequeños productores agrícolas, sino que también se extienda al sector campesino y a su grupo familiar brindando apoyo en lo social y cultural.

Más adelante expresa las diversas enmiendas que se propone introducir a la ley Nº 18.910, Orgánica del Instituto de Desarrollo Agropecuario, modificaciones que se estructuran en un artículo único que consta de siete letras, de la A) a la F). 

La letra A) sustituye el artículo 2°, que se refiere al propósito fundamental del Instituto, en cuanto a la extensión de los objetivos de asesoramiento de éste a otros sectores del área rural y en otros ámbitos de competencia.

La letra B) sustituye el artículo 3°, en el cual reformula las funciones del Instituto. Destaca el Mensaje, que se amplía la asistencia crediticia extendiéndola al financiamiento de enlace necesario para la instalación de los servicios básicos de la vivienda rural. Asimismo consulta las funciones básicas para que pueda constituirse en el principal servicio de apoyo al desarrollo rural.

La letra C), por su parte, consigna diversas modificaciones a las letras e), h), e i) del artículo 5°, dentro de las cuales destaca la facultad del Director Nacional para conceder subsidios al sector rural, determinados en la Ley de Presupuestos; la mayor capacidad de contratación con el sector privado o público, con instituciones nacionales o extranjeras para el logro de los objetivos del Instituto; y la posibilidad de administrar recursos que particulares aporten a esta entidad, bajo la modalidad de fondos adscritos a un programa determinado.

Por su parte la letra D) que reemplaza el articulo 8° y la letra E) que sustituye el inciso primero del artículo 1° tienden, por una parte a igualar las condiciones de los beneficios otorgados por las instituciones financieras en sus operaciones con las que entrega el Instituto, y por otra, a perfeccionar el título ejecutivo con el objeto de mejorar la recuperación de los créditos otorgados.

Finalmente, la letra F) incorpora la definición de campesino para los efectos de la ley.
- - - -

DISCUSIÓN GENERAL Y PARTICULAR

Hacemos presente que por tratarse de un proyecto de ley que consta de un artículo único, y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 108 del Reglamento de la Corporación, la iniciativa fue discutida en general y particular a la vez. Sin perjuicio de ello, y para una mejor comprensión de las enmiendas que se proponen, la Comisión efectuó un análisis en particular de cada una de ellas.
ARTICULO ÚNICO
Letra A)

Sustituye el  artículo 2° de la ley N° 18.910, con el objeto de extender la labor de promoción del desarrollo, realizada por Indap, a los aspectos sociales, culturales y de comercialización, y por otra, contempla como sujetos de la labor de promoción, tanto a los pequeños productores agrícolas, como a los campesinos.

Esta norma debe entenderse relacionada con la señalada en la letra F) de la presente iniciativa, que incorpora la definición de campesino para los efectos de la ley, de forma tal que la Comisión estimó oportuno efectuar el estudio de ambas letras en conjunto. La referida letra F) intercala, en el artículo 13, entre las definiciones de pequeño productor agrícola y hectárea de riego básico, la de campesino, entendiendo a éste como la persona que habita y trabaja habitualmente en el campo, cuyos ingresos provengan fundamentalmente de la actividad silvoagropecuaria realizada en forma personal, siempre y cuando sus condiciones económicas no sean superiores a las de un pequeño productor agrícola y de las personas que integren su grupo familiar.

En virtud de estos antecedentes, la Comisión centró su debate en dos aspectos. El primero, relacionado con la conceptualización de los términos pequeño productor agrícola y campesino; y el segundo, referido a la enumeración de los objetivos planteados para Indap.

Respecto al primer punto, el H. Senador señor Larre indicó que en esta materia debieran especificarse los conceptos de pequeño productor agrícola y de campesino. El primero, a su juicio, es el propietario que vive de la actividad que desarrolla y del producto que extrae de su predio. El segundo, en cambio, agregó, es el poblador rural que usa el predio más como un medio de vivienda, de hogar, que como un ente productivo. En consecuencia, resulta esencial esclarecer estos términos para definir cuál será el alcance de la ley en este sentido, y los beneficios que en tal virtud otorga el Instituto. Su acción, por tanto, de acuerdo al texto que se propone, seria más amplia que la que existe actualmente en la ley N° 18.910.

Por su parte, el Director Nacional de Indap, don Hugo Ortega, señaló su aquiescencia respecto a los planteamientos formulados por el H. Senador señor Larre, en cuanto a la identificación del término "pequeño productor agrícola" con el de "pequeño propietario".

Sin embargo, agregó, si solamente la actividad del Instituto se circunscribiera a este grupo de personas, el universo a atender seria extremadamente bajo en función del potencial de la pequeña agricultura, ya que no todos son propietarios, incluso, ni siquiera los que lo son, tienen saneados los títulos respectivos.

Añadió, que junto al pequeño propietario se encuentra una categoría de agentes económicos y sociales que están en torno a él, desarrollando una importante labor productiva para la pequeña agricultura, como son los hijos y cónyuges, los medieros, los parceleros, los arrendatarios y los allegados de aquél, todos los cuales ejercen un rol productivo.

Para estos efectos, expresó, se definió al campesino como la persona que habita y trabaja habitualmente en el campo, en forma personal y sin recibir un sueldo producto de ello, diferenciándolo del asalariado agrícola permanente, que es aquel que, si bien vive de la actividad agraria, recibe una remuneración como producto de su trabajo. Este último, puntualizó, no será beneficiario de la actividad del Indap. Además, recordó, que el interés primordial del Instituto es asesorar a todos aquellos sectores que se presentan como los más necesitados de este accionar, especialmente a los sectores más jóvenes que aparecen como los más receptivos, para que no emigren a la ciudad los que, actualmente, no son acreedores de este beneficio.

Lo que en definitiva se pretende con esta iniciativa, más que ampliar la cobertura, es poder abarcar a los sectores más necesitados, como la mujer rural y los jóvenes.

El H. Senador señor Larre realzó la importancia de la diferenciación efectuada por el señor Ortega, concordando plenamente con ella.

Seguidamente, el H. Senador señor Sinclair manifestó su preocupación en cuanto a que la definición de campesino que se propone en la letra F) incluye al asalariado agrícola, el que, en su concepto, y según entendió de lo expuesto en la Comisión, no deberla quedar comprendido. Agregó estar completamente de acuerdo con la existencia de un Instituto que sea altamente eficaz y que asesore al pequeño productor agrícola, particularmente en cuanto a la asesoría técnica. Sin embargo, hay que tener presente, agregó, que en el cumplimiento de sus objetivos puede ocurrir que el Instituto se transforme en el precursor del desarrollo rural, tarea que es multisectorial, en la cual esta entidad no tiene imperio.

Añadió que no encuentra adecuada la expansión de los objetivos que se propone en el articulado. Estimó inoportuno establecer que el Indap tenga como objetivos el desarrollo social y cultural de los pequeños productores agrícolas y de los campesinos, por cuanto dicha labor escapa de su accionar, que es el asesoramiento técnico y económico de ellos. Precisó que esta labor más amplia debe ser desarrollada, fundamentalmente, por los organismos competentes de la región, provincia o comuna, ya que dada su magnitud, entregárselo al Instituto puede significar su desprestigio en caso que no se dé cabal cumplimiento a ella. 

El señor Ortega indicó respecto de este punto, que no obstante concordar básicamente con lo manifestado por el H. Senador señor Sinclair, encuentra oportuno agregar que la relación existente entre el hombre modesto del campo y su tierra no sólo es económica, sino también cultural y familiar, es decir, social, que lo hace entender su labor de otra forma. Agrega que, respecto de estas personas, existe un compromiso en lo social y en lo cultural pero en torno a lo productivo.

El H. Senador señor Siebert expresó su consentimiento a lo planteado por el H. Senador Sinclair, ya que la norma que se propone en la letra A), en lo que respecta a lo social y cultural, significa extenderse indebidamente en el ámbito de sus objetivos, que básicamente se traducen en el asesoramiento técnico y económico, por cuanto se deberán definir específicamente sus funciones.

En este punto de la discusión el H. Senador señor Navarrete señaló que, con el objeto de aclarar los temas en debate, sería conveniente aprobar la definición de campesino contemplada en el proyecto y, posteriormente, abocarse a los objetivos que tiene el Instituto.

La Comisión, a continuación, prestó su asentimiento unánime a lo expresado por su Presidente, dando su aprobación a la definición elaborada por la H. Cámara de Diputados en los mismos términos, dejando constancia que en ningún caso, los beneficios que brinda el Instituto serán otorgados al asalariado agrícola permanente.

En seguida, y en el ámbito de los objetivos, el señor Ortega expresó que sería adecuado esclarecer el término comercialización que se contiene en la letra A). Añadió que uno de los problemas más importantes que se observa en este sector es lo relativo al período posterior cosecha. El objetivo, por tanto, es poder colaborar con los pequeños agricultores para que ellos comercialicen en mejor forma sus productos. Agregó que esta finalidad, en general, se han intentado dos vías: una llamada agricultura de contrato, en la que se busca una agroindustria que celebre un convenio con pequeños abastecedores, por un precio razonable y con financiamiento del Instituto de Desarrollo Agropecuario para que provea a la industria, y una vez pagado el precio, aquél recupera el crédito. Una segunda medida es tratar de agregar valor al producto campesino, mediante plantas de lavado, secado, etc.

Deja en claro que no se pretende por la atribución que se le está dando al Servicio que éste vaya a comercializar productos. 

Al respecto el H. Senador señor Larre indicó que seria conveniente que los pequeños productores pudieran agruparse para participar en forma más efectiva en los mercados.

Agregó que la función que ha venido desarrollando Indap, relacionada con las viviendas rurales, ha sido de gran importancia gracias al crédito que éste otorga contra subsidio, lo que ha permitido que estos pequeños agricultores, que al tener vivienda propia, puedan contar con libertad para contratarse y poder discutir su salario.

Al respecto, señaló que es importante buscar la fórmula para proteger la propiedad, aprovechando la infraestructura que hay en áreas rurales, para ir estableciendo allí asentamientos humanos mayores. Indicó que hay una serie de localidades que tienen, por ejemplo, caminos pavimentados, agua potable, teléfono, electricidad, etc., y una enorme necesidad de mano de obra. Por tanto, se hace necesario fomentar que el hijo del campesino que emigra encuentre un punto intermedio, que no sea la gran ciudad, a través de este Servicio, manteniéndolo en el área rural con la vivienda adecuada. Logrando con ésto que permanezca en un medio donde existe trabajo, el que saben desempeñarlo y con una gran demanda de mano de obra, teniendo, en consecuencia, permanencia y un mejor nivel de vida.

Asimismo, subrayó que no hay que confundir la función propia de este Instituto, cual es propender al desarrollo social, con la de prestar asistencia social. Es decir, no puede ser sustitutivo de los diversos departamentos de cada municipalidad que son los encargados de velar por esta asistencia.

Sobre el particular, el H. Senador señor Navarrete, precisó el alcance del término "comercialización", señalando que es en el entendido de promover respecto de los pequeños productores y campesinos, iniciativas que les permitan comercializar en mejor forma sus productos, y no por el contrario, que ello implique facultar al Organismo para dedicarse a la actividad comercial.

Por su parte, el H. Senador señor Jarpa señaló, en lo que respecta a los nuevos objetivos que se establecen para el Instituto, concordar con lo expuesto por los HH. Senadores señores Sinclair y Siebert, por cuanto se está produciendo una dispersión de responsabilidades. Agregó que, en relación al tema cultural que se plantea en los objetivos, ello puede significar darle una extensión demasiado grande, ratificando su criterio en orden a no introducir aspectos que. no dicen relación con la cuestión especifica, que es el asesoramiento técnico, económico y financiero. Estimó más oportuno mantener lo social, eliminando el aspecto cultural, ya que ello no es materia del Instituto, sino de los órganos de la comuna, la provincia o la región.

El H. Senador señor Navarrete, en relación al concepto social, recordó la historia de Indap en el contexto del desarrollo de las organizaciones campesinas y de la reforma agraria en la década del 60 y primeros años de la del 70, concordando en que es efectivamente ese antecedente el que hace tener las reticencias que se han planteado, precisando que incorporar el término "social" resulta pertinente para el cumplimiento de sus fines. Agregó, que lo social debe entenderse en su real contexto, esto es, el asesoramiento técnico del pequeño productor agrícola y del campesino.

En relación a este tema, el señor Ministro de Agricultura, expresó en cuanto al objetivo social de esta Institución, que es importante su inclusión, ya que uno de los temas centrales que debe realizar este Instituto dice relación con la vivienda, por lo que insistió en su incorporación. Sugirió que, para los efectos de la historia de la ley, y para el caso que en definitiva se suprima lo cultural, se señale que lo social incluye lo cultural en el contexto agrícola campesino.

Precisando estos aspectos, el señor Director de Indap, don Hugo Ortega, señaló que el fundamento de incluir lo cultural es por la directa relación que existe entre el hombre y la tierra, ya que la persona hace cultura al modificar la naturaleza. Agregó que deben valorarse los tópicos propios de la cultura campesina. Asimismo, indicó que el Instituto de Desarrollo Agropecuario a través de la Dirección de Asuntos Indígenas (DASIN), ha venido desarrollando desde hace tiempo actividades que requieren de un conocimiento propiamente cultural.

Asimismo, El H. Senador señor Navarrete manifestó su desacuerdo en orden a excluir dentro de los objetivos de este Instituto, el término "cultural", ya que con ello se están limitando seriamente las funciones que tiene este servicio. Indicó que puede perfectamente el campesino encontrar un apoyo en este servicio para el desarrollo de su cultura; ya que no sólo se está frente a un problema indígena, sino que también, respecto del sector campesino, teniendo en consideración que cada pueblo tiene diferentes expresiones de cultura, y lo que el proyecto persigue es la promoción de todas ellas. 

La Comisión, una vez finalizado el debate en torno a los objetivos que debe cumplir el Instituto, y luego de un nuevo estudio en cuanto al carácter social y cultural que se le asigna, dio su asentimiento, en forma unánime, a una nueva redacción para la letra A) del articulo único, manteniendo el texto aprobado por la H. Cámara de Diputados.

Estimó necesario, dejar constancia para los efectos de la historia fidedigna de la ley, el criterio expuesto por el señor Ministro de Agricultura en cuanto a que en el término "social" se entiende, en el contexto agrícola campesino, incorporado lo cultural.

Letra B)

Reemplaza el articulo 3° de la ley, que se refiere a las funciones que debe desarrollar el Instituto para el cumplimiento de sus objetivos.

Estas funciones pueden agruparse en las siguientes:

- Otorgar asistencia crediticia tanto a sus beneficiarios, que son los pequeños productores agrícolas, como a las organizaciones de éstos ( Números 1 y 2);

En lo relativo a estas funciones el H. Senador señor Sinclair propuso que se eliminara la palabra enlace, contenida en el número 1).

Frente a ésto, el señor Ortega expresó que las obligaciones que tiene el Instituto se refieren, precisamente, a la asistencia crediticia para sus beneficiarios, y dentro de ella se contempla la coordinación con los organismos públicos competentes, por lo que el eliminarla desfigurarla esta función.

Proporcionar asistencia técnica y capacitación a sus beneficiarios ( Número 3);

Formular, coordinar y ejecutar programas de desarrollo rural o prestar la asistencia técnica y crediticia necesaria para ello ( Número 4);

- Otorgar los subsidios que la ley disponga para fines productivos (número 5);

Cumplir las funciones de regulación de la propiedad indígena (número 6), y

- Ejecutar y celebrar los actos y convenios necesarios para el cumplimiento de sus objetivos y funciones propias (número 7).

Respecto de esta letra existió asentimiento unánime de la Comisión. 

Letra C)

Sustituye las letras e), h) e i) del articulo 5° que se refiere a las funciones y atribuciones del Director Nacional de Indap.

La letra e) de este artículo 5° propone que el Director Nacional pueda conceder los aportes, subsidios o subvenciones que autorice la ley.

La letra h) especifica los entes con los cuales el Director puede celebrar convenios para el cumplimiento de sus objetivos y las funciones.

Finalmente, en la letra i) se faculta al Director Nacional para administrar, además de los bienes y recursos del Instituto, los bienes y dineros que provengan de los convenios que éste celebre.

La Comisión expresó su aprobación unánime para esta letra, con modificaciones formales.

Letra D)

Modifica el inciso primero del artículo 8°, a fin de precisar que los créditos otorgados por el Instituto se regirán por la ley N° 18.010, sobre operaciones de crédito de dinero, y no, como es actualmente, sólo los reajustes respectivos.

Esta letra no originó mayor debate, por lo que fue aprobada por unanimidad.

Letra E)

Sustituye el articulo 10, que se refiere al mérito ejecutivo de las liquidaciones de obligaciones provenientes de créditos que se hayan hecho exigibles en favor del Instituto, practicadas por el Director Nacional. Actualmente se requiere, para que constituyan titulo ejecutivo, que la resolución respectiva sea notificada por carta certificada al deudor. La nueva norma que se propone elimina tal requisito, otorgándole a la liquidación mérito ejecutivo y, consecuencialmente, ser suficiente para iniciar la cobranza judicial respectiva.

Luego de un intercambio de opiniones la Comisión determinó que el objetivo de la norma propuesta, cual es simplificar la cobranza judicial de los créditos adeudados, se logra dándole mérito ejecutivo a las liquidaciones practicadas por el Director Nacional, eliminando para tal efecto, el requisito de ser notificadas por carta certificada.

Fue aprobada en forma unánime.

Letra G)

Agrega un articulo 15 nuevo que contempla como órganos asesores tanto del Director Nacional como de los Directores Regionales del Instituto, el Consejo Nacional y los Consejos Regionales, respectivamente. Asimismo, la nueva disposición, que fue introducida en la H. Cámara de Diputados, establece la composición de dichos consejos, la fecha de su constitución y la normativa que regirá su organización y funcionamiento. 

En relación a este nuevo artículo, el H. Senador señor Larre planteó su disconformidad en cuanto a que los representantes campesinos a nivel regional y nacional fueran designados por el Ministro de Agricultura y no elegidos directamente.

El señor Ortega manifestó que ello se debe a que en el movimiento campesino no se observa una organización clara desde la base a la cúpula. Señaló que en caso de proponer que sea desde la base, resultarla que se obtendría una serie de organizaciones de la más variada índole, dejándose a algunos sectores marginados y a otros sin representación. Concluyó que se optó por efectuar las designaciones pertinentes y una vez que se vaya estructurando el movimiento campesino se va a producir su generación desde la base.

El H. Senador señor Navarrete planteó que el principio de la representación en un estado de derecho, debiera ser aplicado. Agregó que sería oportuno establecer un sistema de nombramiento en el que, por ejemplo, pudiera intervenir un cuerpo colegiado, como el Senado, que decidiera la designación mediante una terna.

El H. Senador señor Larre añadió que podría pensarse en una fórmula en que las bases propusieran una terna a la autoridad correspondiente, para que ésta designara a los futuros consejeros, afirmando que en dicho Consejo debe tenderse a que todas las regiones del país se encuentren representadas.

Por su parte el H. Senador señor Díaz señaló que los planteamientos del H. Senador señor Larre se solucionan con los Directores y Consejeros Regionales. En cambio, en el Consejo Nacional resulta muy difícil que existan representantes de zonas extremas. Por otra parte sería aconsejable, incluso, llegar a consejos provinciales, cuando ello sea factible, teniendo en consideración la extensión de las regiones y provincias.

En este mismo contexto, la Comisión debatió respecto a si la norma que se propone en esta iniciativa, debía o no señalar la integración de estos cuerpos colegiados. Finalmente, se adoptó en parte el criterio que fija al artículo 15, estableciendo, asimismo, claramente la integración del Consejo Nacional y de los Consejos Regionales, quedando su organización y funcionamiento sujetos a las normas reglamentarias.

En lo que respecta a la integración del Consejo Nacional, la Comisión estimó conveniente que fuera de la siguiente forma:

- Tres representantes del Ministerio de Agricultura; 

- Un representante del Ministerio de Planificación y Cooperación;

- Un representante del Colegio de Ingenieros Agrónomos, otro del Colegio de Médicos Veterinarios y uno del Colegio de Ingenieros Forestales;

- Un representante de la Fundación Chile, y

-Un representante de la Asociación de Exportadores de Chile.

En lo que dice relación con los Consejos Regionales, se acordó por la Comisión darle la siguiente integración:

-   El Secretario  Regional Ministerial de Agricultura,

- El Secretario Regional de Planificación y Cooperación, y

- Cinco representantes de las organizaciones de pequeños productores agrícolas y campesinos con personalidad jurídica, elegidos por sus bases, con al menos un representante por cada provincia.

En definitiva, la Comisión dio su aprobación unánime, con enmiendas, al texto de la letra G propuesta por la H. Cámara de Diputados, incluyendo la integración del Consejo Nacional y de los Consejos Regionales.
- - - 


Como se señalara anteriormente, le Comisión, no obstante haber tomado acuerdos parciales respecto de cada una de las letras del articulo único del proyecto, y en atención a lo dispuesto en el artículo 108 del Reglamento de esta Corporación, aprobó la iniciativa en general y particular en forma unánime con modificaciones.
- - -


En mérito de las consideraciones antes expuestas, vuestra Comisión de Agricultura os propone aprobar el proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados con las siguientes modificaciones:

Letra A)

Reemplazar el articulo 2° por el siguiente:

"Artículo 2°.- El Instituto de Desarrollo Agropecuario tendrá por objeto promover el desarrollo económico, social y tecnológico de los pequeños productores agrícolas y de los campesinos, en adelante sus beneficiarios, con el fin de contribuir a elevar su capacidad empresarial, organizacional y comercial, su integración al proceso de desarrollo rural y optimizar al mismo tiempo el uso de los recursos productivos.”.

"LETRA B)

Número 4

Reemplazar las expresiones "al consumo" que aparece a continuación de la palabra "acceso" por "a los insumos".

Letra C)

Sustituir en la letra h) las expresiones "la ejecución de" que aparece a continuación de la preposición "para" por la forma verbal "ejecutar" y "o para" que aparece luego de la palabra "funciones" por la conjunción "y".

Letra G)

Reemplazar el artículo 15 nuevo por el siguiente:

"Artículo 15.- El  Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario estará asesorado por un Consejo Nacional. Asimismo los Directores Regionales lo serán por Consejos Regionales. Los Consejos señalados emitirán informes y atenderán consultas relativas a políticas públicas sectoriales y su ejecución, respectivamente, a requerimiento del Director Nacional y de los Directores Regionales.

El Consejo Nacional estará integrado por:

- Tres representantes del Ministerio de Agricultura; 

- Un representante del Ministerio de Planificación y Cooperación;

- Un  representante  del Colegio de Ingenieros Agrónomos, otro del Colegio de Médicos Veterinarios y un tercero del Colegio de Ingenieros Forestales;

- Un representante de la Fundación Chile, y

- Un representante de la Asociación de Exportadores de Chile.

Los Consejos Regionales estarán integrados por:

- El Secretario Regional Ministerial de Agricultura,

- El Secretario Regional de Planificación y Cooperación,

- Cinco representantes de las organizaciones de pequeños productores agrícolas y campesinos con personalidad jurídica, elegidos por sus bases con al menos un representante por provincia.

La organización y funcionamiento de los Consejos se regirán por un reglamento fijado mediante decreto supremo del Ministerio de Agricultura.

El Consejo Nacional y los Consejos regionales se constituirán dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley."
- - -


En consecuencia, vuestra Comisión de Agricultura os propone aprobar el siguiente:

"PROYECTO DE LEY

Artículo Único.- Modifícase la Ley Orgánica del Instituto de Desarrollo Agropecuario contenida en el artículo 1° de la ley N° 18.910, en la siguiente forma:

A) Sustituyese el artículo 2°, por el siguiente:

"Artículo 2°.- El Instituto de Desarrollo Agropecuario tendrá por objeto promover el desarrollo económico, social y tecnológico de los pequeños productores agrícolas campesinos, en adelante sus beneficiarios, con el fin de contribuir a elevar su capacidad empresarial, organizacional y comercial, su integración al proceso de desarrollo rural y optimizar al mismo tiempo el uso de los recursos productivos.".

B) Sustituyese el articulo 3°, por el siguiente: 

"Artículo 3°.- Para el logro de los objetivos señalados, el Instituto podrá desarrollar, especialmente, las siguientes funciones:

1) Otorgar asistencia crediticia a sus beneficiarios, pudiendo ésta extenderse al financiamiento del enlace necesario, en coordinación con los organismos públicos competentes, para la construcción y mejoramiento de la vivienda rural y sus servicios básicos.

2) Otorgar asistencia crediticia a las organizaciones de sus beneficiarios, con personalidad jurídica, que desarrollen programas o actividades productivas que impliquen beneficio directo a los sectores rurales.

3) Proporcionar asistencia técnica y capacitación a sus beneficiarios, tanto en los aspectos productivos como en todos los que constituyen sus objetivos propios. 


Para este efecto, administrará subsidios o líneas de crédito destinadas a contratar directamente estos servicios en el sector privado, pudiendo otorgarlos el Instituto, en forma subsidiaria, a titulo gratuito u oneroso.

4) Formular, coordinar y ejecutar programas de desarrollo rural o prestar asistencia técnica y crediticia en la formulación o ejecución de dichos programas y, especialmente, en lo relativo al mejoramiento de los canales de comercialización, acceso a los insumos e industrialización. Dichos programas podrán comprender acciones conjuntas con personas naturales o jurídicas, públicas o privadas.

5) Otorgar los subsidios que la ley disponga para fines productivos, obras de desarrollo rural o para atender situaciones de emergencia en el sector rural.

6) Cumplir las funciones de regulación de la propiedad indígena, en conformidad a la ley N° 17.729 y al decreto ley N° 2.568, de 1979, y

7) Ejecutar todos los actos y celebrar todas las convenciones necesarias para el cumplimiento de sus objetivos y funciones propias y los demás que le fijen las leyes.

El otorgamiento de créditos y subsidios, los programas de desarrollo rural y asistencia crediticia, así como cualquier otro beneficio que otorgue el Instituto a personas naturales, jurídicas o comunidades, deberá concederse sobre la base de parámetros objetivos previamente reglamentados, salvo en situaciones de emergencia. Todos los potenciales beneficiarios del Instituto tendrán acceso a dicha información.".

C) Reemplázanse las letras e), h) e i) del articulo 5°, por las siguientes:


"e) Conceder los aportes, subsidios o subvenciones que autorice la ley.

h) Celebrar toda clase de convenciones con personas naturales o jurídicas, de derecho público o privado, nacionales o extranjeras, para ejecutar acciones de apoyo a las funciones propias del Instituto, desarrollar programas de trabajo comprendidos dentro de dichas funciones y realizar estudios técnicos o de factibilidad que tengan relación con sus fines y objetivos.

i) Administrar los bienes y recursos del Servicio. 

Administrar, además, los bienes y dineros que provengan de los convenios que celebre el Instituto, aplicándolos al cumplimiento de los programas específicos de dichos convenios.

Tales bienes y dineros quedarán adscritos al correspondiente programa y no ingresarán al patrimonio del Instituto, salvo que en el respectivo convenio así se hubiere estipulado.".

D) Reemplázanse, en el inciso primero del artículo 8°, las palabras "serán reajustables en conformidad a la ley N° 18.010", por "se regirán por las normas establecidas en la ley N° 18.010".

E) Reemplázase el inciso primero del articulo 10, por el siguiente:

"Artículo 10.- Las liquidaciones practicadas por el Director Nacional de las obligaciones a favor del Instituto de Desarrollo Agropecuario, provenientes de los créditos que se hayan hecho exigibles, tendrán mérito ejecutivo. El Director Nacional podrá delegar esta función en funcionarios del mismo Instituto.".

F) Intercálase, en el artículo 13, entre las definiciones de "pequeño productor agrícola" y de "hectárea de riego básica", la siguiente:

"Campesino: La persona que habita y trabaja habitualmente en el campo, cuyos ingresos provengan fundamentalmente de la actividad silvoagropecuaria realizada en forma personal, cualquiera sea la calidad jurídica en que la realice, siempre que sus condiciones económicas no sean superiores a las de un pequeño productor agrícola y de las personas que integran su familia.".

G) Agrégase el siguiente artículo 15, nuevo:


"Artículo 15.- El Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario estará asesorado por un Consejo Nacional. Asimismo los Directores Regionales lo serán por Consejos Regionales. Los Consejos señalados emitirán informes y atenderán consultas relativas a políticas públicas sectoriales y su ejecución, respectivamente, a requerimiento del Director Nacional y de los Directores Regionales.

El Consejo Nacional estará integrado por:

- Tres representantes del Ministerio de Agricultura; 

- Un representante del Ministerio de Planificación y Cooperación;

- Un representante del Colegio de Ingenieros Agrónomos, otro del Colegio de Médicos Veterinarios y un tercero del Colegio de Ingenieros Forestales;

- Un representante de la Fundación Chile, y

- Un representante de la Asociación de Exportadores de Chile.

Los Consejos Regionales estarán integrados por:

- El Secretario Regional Ministerial de Agricultura,

- El Secretario Regional de Planificación y Cooperación, y

- Cinco representantes de las organizaciones de pequeños productores agrícolas y campesinos con personalidad jurídica, elegidos por sus bases con al menos un representante por provincia.

La organización y funcionamiento de los Consejos se regirán por un reglamento fijado mediante decreto supremo del Ministerio de Agricultura.

El Consejo Nacional y los Consejos regionales se constituirán dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley.".".
- - -


Acordado en sesiones efectuadas los días 18 de agosto, 1°, 8 y 9 de septiembre, 7 de octubre y 3 de noviembre de 1992, con la asistencia de los HH. Senadores señores Ricardo Navarrete Betanzo (Presidente), Nicolás Díaz Sánchez, Sergio O. Jarpa Reyes, (Bruno Siebert Held) Enrique Larre Asenjo (Sergio Romero Pizarro) y Santiago Sinclair Oyaneder.

Sala de la Comisión, a 10 de noviembre de 1992.
XIMENA BELMAR STEGMANN

                Secretario
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